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El control por la víctima como interviniente, de los cargos formulados en la audiencia de 

imputación, en garantía de sus derechos.1 

 

Nadine Adriana Gómez Navarro 

 

Resumen 

A través de este artículo de investigación, se realizará un análisis al control que 

debe ejerce la víctima como interviniente especial en la formulación de cargos que 

se realiza en la audiencia de imputación, en el marco de la Ley 906 de 2004, así las 

cosas, la pregunta que se pretende resolver es: ¿Por qué sería necesario el control 

efectivo por parte de la víctima para la protección de sus derechos en la audiencia 

de formulación de imputación? La cual se desarrolla desde una valoración jurídica 

de la validez de la ley desde la percepción de la victima en el proceso penal, según 

Enrique Agudo    

 

Palabras clave: Víctima, control, derechos, interviniente, imputación.  

 

Abstract 

 Through this research article, an analysis will be made of the control exercised by the 

victim as a special intervener in the formulation of charges that is carried out in the 

hearing of imputation, within the framework of Law 906 of 2004, Question that is 

intended to be solved is: Why would effective control by the victim be necessary for 

the protection of his rights at the hearing of the imputation? This is developed from a 

legal assessment of the validity of the law from the victim's perception in the criminal 

process, according to Enrique Agudo 

. 

Key words: Victim, control, rights, intervener, imputation.

                                                           
1 Este artículo es el resultado de la investigación presentado para optar por el grado en la Maestría de 
Derecho Procesal penal de la Universidad Militar Nueva Granada.  
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Introducción 

El legislador, dentro del marco de la Ley 906 

de 2004 en su artículo 340, contempla que la 

calidad de víctima y su representación legal 

sea reconocida a partir de la formulación de 

acusación, estableciendo que a partir de esta 

etapa procesal actúa como sujeto interviniente 

dentro del proceso penal. Sin embargo, 

conforme lo dispone la mencionada Ley en el 

artículo 289, prescinde de su participación 

legal en la audiencia de formulación de 

imputación, vulnerando derechos de 

protección y asistencia que le fueron 

otorgados con fundamento en el Acto 

legislativo No. 02 de 2003, limitando su 

intervención plena como sujeto procesal en el 

ejercicio del control de legalidad y, de esta 

manera, restringiendo su alcance a los 

postulados constitucionales de verdad, justicia 

y reparación. 

 El problema de investigación que se 

pretende resolver en este artículo se resume 

en el siguiente interrogante: ¿Por qué sería 

necesario el control efectivo por parte de la 

víctima para la protección de sus derechos en 

la audiencia de formulación de imputación? 

 El tema de investigación se reviste de 

total importancia con relación al control 

efectivo que la víctima adelanta como 

interviniente especial del proceso penal, para 

velar de forma amplia por los derechos que le 

asisten y los cuales se encuentran 

garantizados constitucionalmente y 

desarrollados jurisprudencialmente. 

 Metodología.  

 De acuerdo con lo anterior, el objetivo 

general que orientó esta investigación, fue 

explicar la necesidad que la víctima ejerza un 

control efectivo a los cargos formulados en la 

audiencia de formulación de imputación para 

garantizar la protección de sus derechos 

legales y constitucionales. 

 El método utilizado para la 

elaboración de este artículo es un método 

cualitativo, acudiendo como fuente de 

información a la revisión y estudio de 

documentos correspondientes al área penal 

del ordenamiento colombiano, principalmente 

de las normas jurídicas, la jurisprudencia y la 

doctrina, a través de la observación de las 

distintas manifestaciones realizadas por las 

altas cortes, doctrinantes e investigadores.  

Resultados 

 Nuestra Constitución Nacional, a 

través del Constituyente Primario, considero 

legítimo, válido y eficaz brindar protección 

especial a la persona humana dentro del 

marco del principio fundamental de la 

dignidad humana con fundamento en el 

primer artículo constitucional, siendo 
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pertinente que las víctimas y los perjudicados 

por una conducta punible puedan exigir de los 

demás asociados un trato acorde con su 

condición humana.  De tal manera, nuestra 

Carta política en su artículo 250 ha delegado 

en el órgano persecutor dicha protección, 

indicando además que deberán fijarse los 

términos en que podrán intervenir en el 

proceso penal y los mecanismos de justicia 

restaurativa.   

Sin embargo, en el artículo 289 de la 

Ley 906 de 2004, el legislador no estableció 

que la intervención de la víctima tuviera legal 

participación en la formulación de imputación 

de cargos, donde el Fiscal le comunica al 

presunto infractor de un delito su calidad de 

imputado y en cuya audiencia interviene 

únicamente el Fiscal, el implicado, su 

defensor, el Agente del Ministerio Público y el 

Juez.  Por ello, limita su intervención para 

ejercer un control legal a la formulación de 

imputación en procura de la protección de sus 

derechos fundamentales.   

Igualmente, se evidencia que su 

calidad de interviniente como sujeto procesal 

con la facultad de representación legal se 

acredita y autoriza a partir de la formulación 

de acusación contemplada en el artículo 340 

de la Ley 906 de 2004, impidiendo que la 

víctima pueda ser representada legalmente 

desde las audiencias preliminares, 

específicamente la que da origen a la 

investigación y en donde su intervención legal 

permitiría evitar errores judiciales o nulidades 

procesales que afecten el desarrollo de la 

investigación y culminen con una execrable 

impunidad frente a sus derechos y garantías 

constitucionales. 

Por tanto, el Acto Legislativo N° 03 de 

2002 fundamentó las bases constitucionales 

para la adopción del nuevo proceso penal con 

tendencia acusatoria, estableciendo el 

contexto frente a la protección y asistencia a 

las víctimas como a su actuación en el trámite 

judicial, indicándose  que dentro de las 

funciones asignadas a la Fiscalía General de 

la Nación le correspondía velar por los 

derechos de las víctimas, solicitar las medidas 

para su protección y disponer el 

restablecimiento del derecho como su 

reparación integral. Así mismo, este acto 

estableció la amplitud de intervención de la 

víctima en el proceso penal, facultando al 

legislador para implementar las etapas de 

dicha participación; no obstante, la Ley 906 de 

2004 prescindió que ejerciera como sujeto 

interviniente en la audiencia de formulación de 

cargos. 

De tal manera, la víctima o 

perjudicado del delito tiene un espacio 

significativo dentro del campo penal que a 

través del tiempo y los estudios desde el 
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ámbito de la victimología ha permitido que, 

gracias a su reconocimiento especial bajo 

parámetros constitucionales, el manejo del 

comportamiento ilícito no tenga solamente el 

papel protagónico del delincuente sino 

también en las partes afectadas por el injusto 

en quienes recae el daño ocasionado;  por 

esta razón, el ámbito de intervención efectiva 

de la víctima en la audiencia de cargos 

permitiría su acceso a la justicia con el fin de 

garantizar la protección amplia de sus 

derechos y dignificar su condición de 

afectado, cumpliendo de esta manera los 

referentes jurisprudenciales. 

La Constitución Política de 1991 en 

su artículo primero declaro a Colombia como 

un Estado Social de Derecho, cuya 

organización es de República Unitaria de 

forma descentralizada, donde la autonomía de 

sus entidades territoriales son democráticas 

participativas y pluralistas, indicando además 

que está fundada bajo el respeto de la 

dignidad humana.  Es por ello, que la persona 

constituye el eje principal de nuestra 

organización social y núcleo esencial del 

sistema jurídico.  

Bajo este aspecto, el Acto Legislativo 

N° 03 de 2002, fundamento las bases 

constitucionales en el nuevo procedimiento 

penal con tendencia acusatoria, estableciendo 

el contexto  frente a la protección y asistencia 

a las víctimas como a su actuación en el 

trámite judicial, indicándose que dentro de las 

funciones asignadas a la Fiscalía General de 

la Nación, le correspondía velar por los 

derechos de las víctimas, solicitar las medidas 

para su protección y disponer el 

restableciendo del derecho como su  

reparación integral.      

Así fue integrado en el artículo 250 

Constitucional al establecer las siguientes 

funciones para el ente acusador relacionado 

con la protección de los derechos que le 

asisten a las víctimas “Solicitar al juez que 

ejerza funciones de control de garantías las 

medidas necesarias que aseguren la 

comparecencia del imputado al proceso 

penal, la conservación de la prueba y la 

protección de la comunidad, en especial, de 

las víctimas.” De igual forma solicitar al juez 

de conocimiento las medidas necesarias para 

la asistencia de la víctima con su respectiva 

reparación integral y velar por la protección de 

las víctimas y demás intervinientes. 

 Estas funciones fueron replanteadas 

a través del acto legislativo No 03 de 2002, 

donde se le impuso al órgano persecutor, el 

deber de velar por la protección de  las 

víctimas, garantizando el goce efectivo de sus 

derechos, su asistencia y adoptando además 

las medidas correspondientes para el 
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restablecimiento de sus derechos cuando 

fueren vulnerados.     

De tal manera la víctima o 

perjudicado del delito tiene un papel 

significativo dentro del campo penal, que bajo 

la óptica constitucional ha dinamizado su 

especial reconocimiento  indicando que no es 

sujeto pasivo sin intervención legal, sino que 

su participación dentro del proceso penal 

debe ser activa atendiendo su circunstancia 

de perjudicado del injusto en quien recae un 

daño. 

En tal sentido, la Corte Constitucional 

ha reconocido a la víctima no solo como el 

sujeto pasivo que sufre un daño sino también 

ha extendido su ámbito de participación, a 

partir del interés que le asiste partiendo de 

criterios como el bien jurídico protegido, la 

lesión por el hecho punible y el daño sufrido 

por las personas afectadas por la conducta 

desplegada y no exclusivamente de la 

existencia de un perjuicio patrimonial 

cuantificable. (Corte Constitucional de 

Colombia. Sentencia C-209)  

De lo anterior surge, que en nuestro 

ordenamiento constitucional los derechos de 

las víctimas y perjudicados por un hecho 

punible gozan de gran trascendencia, la cual 

no se encuentra exclusivamente referida a 

una reparación económica. Sino que esta 

debe su origen a los derechos que ellas 

tienen a ser tratadas con dignidad; a participar 

en todas las decisiones que las afecten y a 

obtener la tutela judicial efectiva del goce real 

de sus derechos  Por ello, se exige a las 

autoridades que orienten sus acciones hacia 

el restablecimiento de sus derechos cuando 

han sido vulnerados por el resultado de un 

ilícito. 

Ese reconocimiento especial  

otorgado a la víctima también ha sido definido 

por parte de la Sala Penal de la Corte 

Suprema de Justicia donde establece que 

victimas es la persona que ha sufrido un daño 

real que no necesariamente es patrimonial 

derivado de la comisión de un acto contrario 

al ordenamiento penal vulnerando un bien 

protegido, que legitima a la víctima para la 

búsqueda de la verdad, la justicia y la 

reparación. (Corte Suprema de Justicia Sala 

Penal. Sentencia Casación radicado 26255.)  

Ahora, en el orden de principios 

rectores  y garantías procesales dentro de un 

Estado Social y Democrático de Derecho, se 

debe indicar que el principio de la Dignidad 

Humana, es el pilar de sustentación de los 

intervinientes en el proceso penal que incluye 

a la víctima o perjudicado del injusto. Es por 

ello, que éstas exigen de los demás 

congéneres un trato respetuoso por su 

condición humana. 
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Consecuentemente, la víctima y los 

perjudicados por un delito tienen varios 

derechos que defender independiente que se 

persiga o provengan de una reparación 

monetaria. Estos han sido protegidos por la 

Constitución de 1991 y se traducen en tres 

relevantes categorías derecho a la verdad, 

derecho a la justicia y derecho a la reparación 

los cuales fueron contemplados por la Corte 

Constitucional en Sentencia C-228. 

En el contexto anterior, es claro que 

el debido proceso se predica no solamente 

respecto del imputado o acusado, sino 

también de las víctimas y perjudicados con el 

delito, en orden a proteger sus derechos 

fundamentales al acceso a la justicia, a la 

verdad, a la justicia y al resarcimiento del 

daño ocasionado con el injusto.   

Por ello, la Ley 906 de 2004, en su 

artículo 11 establece los principios rectores y 

las garantías procesales que permiten el 

acceso de las víctimas a la administración de 

justicia.  

Teniendo como referentes los 

postulados contenidos en las normas 

reseñadas y en los referentes 

constitucionales, en Colombia la  participación 

de la víctima en el proceso penal  tiene 

relevancia en el desarrollo de la indagación, 

investigación penal y en el Juicio, cuyo 

desarrollo jurisprudencial de la Corte 

Constitucional ha indicado algunas de las 

formas en que interviene la víctima para 

materializar los postulados de la verdad, 

justicia y reparación, es así que la víctima 

puede recurrir a solicitar el amparo de 

pobreza; impugnar la sentencia absolutoria; 

solicitar la revisión de la sentencias por 

violaciones a derechos humanos; solicitar la 

práctica de pruebas anticipadas; pedir el 

control de legalidad de la decisión de no 

imponer medidas de aseguramiento y que se 

le de protección directamente entre otras 

(Corte Constitucional de Colombia. Sentencia 

C-454) 

 Se puede señalar en la complejidad 

del debido proceso, donde se involucran los 

principios de legalidad, debido proceso en 

sentido estricto, derecho de defensa, sus 

garantías, y el juez natural; se predican de 

igual manera respecto de las víctimas y los 

perjudicados del injusto, por consiguiente es 

necesario que en el proceso penal sea activa 

su participación para la protección efectiva de 

sus intereses en cumplimiento de una justicia 

social. 

Ahora, en cuanto a la intervención 

activa de la víctima en la audiencia de 

formulación imputación es preciso 

implementar que bajo el marco legal del 

sistema acusatorio, no solo se presume de las 

personas que se encuentran en situación de 
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vulnerabilidad, sino también de aquellas que 

indirectamente se ven afectadas por un hecho 

punible, cuyo interés para intervenir dentro del 

proceso penal se encuentra restringido a su 

participación en la audiencia de formulación 

de cargos, donde tan solo permite 

pronunciarse al órgano persecutor, ministerio 

público y defensor, inclusive al imputado, no 

obstante que el Acto legislativo No. 3 de 2002 

estableció constitucionalmente la amplitud de 

su intervención en el proceso penal, 

facultando al legislador implementar las 

etapas de dicha participación. 

Se evidencia la necesidad de otorgar 

efectiva participación a la víctima en la 

audiencia preliminar de formulación de 

imputación, con el fin de realizar un control 

efectivo al ente acusador, con el fin de 

garantizar sus derechos legales y 

constitucionales, en pro de una justicia 

restaurativa que implique la materialización a 

sus derechos a la verdad, justicia y 

reparación. 

En tal efecto, la legislación procesal 

penal, con el alcance dado a ella por parte de 

la Corte Constitucional, ha desarrollado este 

tema y ha planteado que el perjudicado del 

delito tiene unas particularidades especiales 

que permiten su intervención en el proceso 

penal al señalar que la víctima no tiene 

condición de parte esta condición es 

solamente para la Fiscalía y el acusado, la 

victima tiene la condición de interviniente, 

dotado de unas características especiales que 

la facultan a participar de manera activa en el 

desarrollo del proceso. (Corte Constitucional 

de Colombia. Sentencia C-209) 

No obstante, la necesidad de la 

intervención activa y legal de la víctima 

específicamente en la audiencia de cargos al 

imputado, no es plena completamente para 

que pueda ejercer sus derechos, ya que  la 

Corte Constitucional ha indicado que tan solo 

puede hacer presencia en dicho acto judicial 

sin tener participación efectiva, cuando en 

sentencia del alto Tribunal ha indicado que en 

la audiencia de imputación, no se prevé la 

presencia la de la víctima, por lo cual, a fin de 

permitir su intervención efectiva, se debe 

garantizar la presencia de la víctima en esta 

audiencia, por lo cual es preciso asegurar su 

presencia a fin de conocer la imputación que 

haga el fiscal y para proteger sus derechos y 

dignificar su condición de víctimas, es así que 

esta puede estar presente en la audiencia de 

formulación de la imputación. (Corte 

Constitucional de Colombia. Sentencia C-209) 

Por consiguiente, es indispensable 

que la víctima no solo esté presente en dicho 

acto de cargos que hace el ente acusador, en 

presencia del implicado, su defensor y 

Ministerio Público, sino que su presencia sea 
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con intervención en dicha audiencia que le 

permita ejercer el control de legalidad al 

órgano persecutor en el momento de 

comunicar al imputado los hechos 

jurídicamente relevantes, exigiendo se 

efectúen en forma clara y precisa bajo los 

postulados contemplados en los artículos 286 

al 289 del Código de Procedimiento Penal, 

con el objeto de incluir correctamente los 

comportamientos delictivos; circunstancias 

agravantes o atenuantes;  de menor o mayor 

punibilidad que surjan de la ocurrencia de los 

hechos, con el fin de evitar que se presenten 

nulidades procesales en el transcurso de la 

investigación que afecten el debido proceso y 

perjudiquen los derechos que le han sido 

reconocidos constitucionalmente. 

En tal sentido, para  ejercer sus 

derechos en la referida audiencia es 

necesario que su reconocimiento y calidad se 

efectúen en este acto de formulación de 

cargos para que pueda a través de 

representante legal ejerza su defensa técnica 

para proteger sus derechos a la verdad, 

justicia y reparación.   Sin embargo, la norma 

procesal solo permite esa calidad de 

representación hasta la audiencia de 

acusación lo que implica una vulneración al 

acceso a la justicia, derecho que le asiste al 

perjudicado del delito conforme al desarrollo 

de los principios legales y constitucionales.  

Por ende, se presenta una 

modificación integral dentro del contexto de 

participación activa e intervención legal de la 

víctima, potestad que desarrollará 

constitucionalmente principios procesales que 

orientan la investigación, garantizando la 

efectividad de sus derechos y 

descontextualizando el carácter de sujeto 

pasivo, permitiendo intervenir desde la 

primigenia audiencia que orientará la 

investigación hasta el Juicio. De esta manera, 

se desarrollará una Justicia Social que 

permitirá el reconocimiento efectivo de sus 

derechos a la Verdad, a la Justicia, a la 

reparación y a la no repetición. 

Para el desarrollo de este artículo de 

investigación se realiza el análisis de 

diferentes trabajos investigativos, a través de 

los cuales se estudian las distintas posiciones 

que los autores han planteado respecto a la 

intervención de la víctima en el proceso penal 

y específicamente en las audiencias que dan 

inicio a la investigación, en la cual según la 

norma es el escenario en el cual la Fiscalía, 

en un acto discrecional comunica los cargos a 

la persona que viene investigando. 

Al respecto Bañol (2014: 33) 

manifiesta que no se puede afirmar que la 

audiencia de formulación de imputación es 

únicamente un acto de comunicación ya que 
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esta trae consigo importantes consecuencias 

jurídicas con el inicio de la actuación penal. 

Es así que es importante garantizar la 

participación de las víctimas en la audiencia 

de imputación con el  fin de pretender la 

salvaguarda del acceso a la justicia, 

promoviendo la protección de sus derechos 

fundamentales como afectados y establecer 

una participación activa en el control a los 

cargos formulados por el ente acusador, y 

como bien lo expresa Villacampa (2005) 

“partiendo de la consideración de que función 

fundamental de la justicia penal debe ser 

responder a las necesidades de la víctima y 

favorecer sus intereses.” 

 En primer lugar se establece que los 

derechos fundamentales que le asisten a las 

víctimas como perjudicadas por la trasgresión 

de la ley penal, se desprende de los 

postulados de verdad, justicia y reparación, 

los cuales son inherentes a las víctimas o 

perjudicados de dichas acciones, para 

Arévalo & Fajardo un trato digno y humano 

durante todo el tramite penal y la protección 

por parte del Estado son derechos de las 

víctimas, al igual que ser reparada 

integralmente en los perjuicios causados, a 

ser escuchada en sus manifestaciones u 

observaciones que realice, a tener asistencia 

de un representante legal y a ser informada 

de la decisión definitiva relativa de la 

persecución penal, todo lo anterior teniendo 

en cuenta y basándose dentro de los 

presupuesto de justicia, verdad y  reparación. 

(2013, p. 108)  

Los derechos que le asisten a los 

afectados por la comisión de un hecho punible 

y la garantía de su protección, se deriva del 

principio constitucional de la dignidad 

humana, “La dignidad humana no es un valor 

o una idea, es una institución que abarca el 

cuerpo y el espíritu,” Coy (2014: 8), lo que 

conlleva a un estudio sobre lo que abarca 

este principio y en un avance jurisprudencial 

la Corte Constitucional reconoce que la ley 

penal no puede limitarse a procesar a los 

presuntos autores o participes de las 

conductas punibles y que la víctima solo fuere 

resarcida pecuniariamente, es así que 

establece los criterios de amparo legal que el 

Estado debe garantizar a las víctimas, de tal 

manera lo plantea en su análisis Matyas, la 

víctima no busca solamente un resarcimiento 

económico, principalmente busca que se 

establezca la verdad y se imparta justicia, 

como fines constitucionales del proceso penal 

en un Estado Social de Derecho. (2012, p. 17) 

Postura que se comparte en la 

investigación adelantada por Avellaneda & 

Arguello (2011: 3), ya que la víctima puede 

escoger un amparo diferente al ámbito 

patrimonial, “pues es factible y ya de uso 
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común que sólo reclame sus derechos a la 

verdad y la justicia en el curso del escenario 

procesal”. 

A estos planteamientos se une 

Sánchez (2016: 50) al expresar que: “En los 

casos en que sea viable realizar una 

compensación económica, es necesario 

hacerlo. (…), pues, como es sabido, no todo 

delito puede subsanarse monetariamente.” 

De lo anterior se desprende, que la 

víctima representa en el derecho procesal 

penal un espacio protagónico en la defensa 

de sus derechos, ampliando su participación 

con el fin de poder conocer la verdad frente a 

la conducta punible desplegada y 

salvaguardar una efectiva distribución de 

justicia, generando un control del curso del 

proceso penal cuyo amparo estatal es 

indispensable, para Valles, las obligaciones 

del Estado es garantizar el protagonismo de 

las víctimas en el proceso penal y garantizar 

la efectiva protección de sus derechos con la 

participación activa de la víctima. (2014, p. 54)    

Dando continuidad a lo expresado 

anteriormente, y al revisar la definición de 

víctima como interviniente en el proceso penal 

(Valles 2014: 65) recalco la postura invocada 

en los reiterados referentes jurisprudenciales 

al manifestar que la víctima en nuestro 

ordenamiento nacional se puede definir como: 

[…] aquella persona (individual o 

colectivo, natural o jurídica) que sufre un 

daño físico, mental, emocional o 

patrimonial como consecuencia de una 

acción u omisión que viole la ley penal y 

su rol dentro del proceso, no es como 

parte, ni como simple interviniente, le 

concede la categoría de interviniente 

especial.  

Ante la anterior precisión donde se 

establece y desarrolla la condición de la 

víctima como interviniente especial, se puede 

establecer, que esta condición se debe 

mantener en el desarrollo del todo proceso 

penal en aras de garantizar no únicamente la 

reparación de los daños causados por los 

hechos punibles sino de igual forma 

garantizar los presupuestos de justicia y 

verdad.  

Más allá de los debates acerca del 

alcance de los derechos que debieran o no 

reconocerse a las víctimas, a esta altura del 

partido las posturas que perpetúan la 

expulsión del ofendido del proceso penal no 

son defendibles. A unos les podrá gustar más 

que a otros este fenómeno, pero sin lugar a 

dudas se trata del estado del arte en la 

materia. (Duce, 2014, p. 741) 

No obstante, otros autores establecen 

que la participación de la víctima se 

fundamenta únicamente en la reparación 
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integral del perjudicado, en lo concerniente a 

la Justicia restaurativa, sin permitir ahondar 

en el restablecimiento de los derechos a la 

verdad y justicia, atendiendo primordialmente 

a los mecanismos alternativos de solución de 

conflictos, en busca de una rápida solución a 

la discordia, y con miras a una descongestión 

judicial; que desde un punto de vista objetivo 

se puede tener como una opción efectiva para 

los denominados delitos de bagatela o poca 

monta, Márquez (2006, p. 128)  

De otra parte, existe la posición de la 

intervención de la víctima como querellante 

legitimo en el proceso penal considerando 

una adherencia a su condición a lo cual 

Bruzzone (2009) afirma: 

[…] si legalmente se reconoce la facultad 

de actuar como parte querellante, ese 

reconocimiento debe extenderse, incluso, 

a dotarlo de los atributos y remedios 

correspondientes para obtener una pena. 

(p. 2)  

Frente al análisis de los autores 

anteriores, es necesario interiorizar que bajo 

los parámetros legales que garantizan la 

protección a la víctimas su intervención en el 

proceso penal se hace indispensable de tal 

forma que “Las tres dimensiones en las que 

se materializan los derechos de las víctimas 

(verdad, justicia y reparación), son el 

fundamento que permiten su participación en 

el rito penal” (Mejía, 2014, p. 34) 

Bajo otra óptica sostiene Zuluaga & 

Vélez que la Constitución Política establece 

que por ser  intervinientes especiales, la 

facultad de intervención varía según el estado 

en que se encuentre el proceso, teniendo 

mayor actividad en las fases previas o 

posteriores al juicio, y menor durante el 

juzgamiento. (2013, p. 14) 

Frente a la variación que exponen los 

investigadores con respecto a la participación 

de la víctima dependiendo del avance o etapa 

del proceso, la misma no se comparte, ya que 

la intervención debe ser igual en todas las 

etapas para que efectivamente se garanticen 

los derechos a la verdad, justicia y reparación, 

más aun en el juzgamiento etapa crucial para 

determinar de manera efectiva los dos 

primeros derechos enunciados. 

 Rescatando lo anterior resulta 

importante el aporte al estudio jurisprudencial 

que realiza Zuluaga & Vélez que refuerza la 

posición de intervención anteriormente 

descrita, cuando señalan sobre la 

participación de la víctima en el proceso penal 

que a través de la sentencia C-454 de 2006, 

en la cual la Corte Constitucional, reitera los 

amplios derechos de la víctimas, donde se 

rescata que las víctimas no son solo 

intervinientes, sino sujetos procesales con 
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todos sus derechos para intervenir el proceso 

penal. (2013, p. 29)    

De igual forma recalca este aspecto 

Márquez, que mediante la jurisprudencia 

constitucional se ha señalado que el derecho 

de acceso a la justicia, tiene como  

componente natural que se haga justicia. Lo 

que conlleva el derecho a participar en el 

proceso penal. (2010, p. 13)    

En tal sentido, la participación de la 

víctima no tendría que verse disminuida en 

ninguna de las etapas del proceso penal, 

puesto es a través de su participación que se 

garantiza el restablecimiento de su dignidad 

frente a los agravios cometidos en su contra, 

de lo que se puede establecer que “la 

protección establecida por ley correría el 

riesgo de quedarse en papel mojado si no 

dispusiera de los medios que le permitieran 

ser la actora de su propia protección.” 

(Ottenhof, 2011, p. 25) 

Concretamente frente al tema de 

investigación del presente trabajo García & 

Tovar (2010, p. 76) señalan el análisis de la 

participación de la víctima en la audiencia de 

formulación de imputación desde la óptica que 

estableció la Corte Constitucional en 

sentencia C-209 respecto a la exequibilidad 

del Art. 289 del código de procedimiento 

penal, al observar que en el articulado dicha 

audiencia no prevé la efectiva intervención de 

la víctima para la protección de sus derechos, 

teniendo en cuenta que en este estado de la 

actuación penal se pueden tomar medidas de 

aseguramiento, realizar preacuerdos y 

establecer identidades de los presuntos 

infractores, es procedente la intervención de 

la víctima para realizar un efectivo control a 

las posibles omisiones o extralimitaciones por 

parte de la Fiscalía y garantizar sus derechos. 

De lo expuesto anteriormente y en 

concordancia con los planteamientos de la 

Corte Constitucional y los planteamientos de 

García & Tovar (2010) se pueden plantear las 

siguientes recomendaciones de cómo debería 

garantizarse la participación de la víctima en 

la audiencia de formulación de cargos; La 

víctima debe ser citada a la audiencia de 

formulación de imputación con el fin de 

realizar un control a las posibles situaciones 

que se presenten por parte de la fiscalía como 

omisiones o inacciones, de lo que se 

desprende que la víctima puede hacer 

observaciones frente a la respectiva 

imputación.  

Ahora, es importante establecer que 

los autores han desarrollado el tema de la 

intervención de la víctima en el proceso penal 

destacando su participación en las diferentes 

audiencias ante el Juez de Control de 

Garantías o Juez de Conocimiento y al 

unísono con los referentes jurisprudenciales 
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se puede establecer la importancia de la 

intervención de la víctima en las diferentes 

etapas procesales como protección a sus 

derechos. En ese entendido (Toro, Polo, 

Ramírez & Sierra, 2009: 143) indican: “Al 

interior del nuevo sistema procesal penal 

colombiano (Ley 906 de 2004), se observan 

diferentes situaciones donde la participación 

de la víctima retoma gran importancia.” Estas 

facultades fueron dadas por la Corte 

Constitucional al observar que el articulado no 

tenía en cuenta la víctima.    

De igual forma para el investigador 

Rey (2008, p. 84) es importante exaltar la 

participación de la víctima como el recurso 

judicial efectivo en busca de los derechos a la 

verdad y a la justicia a través de las 

autoridades judiciales, personalmente o por 

intermedio de apoderado.   

De lo anterior se puede destacar que 

los derechos de las víctimas se interpretan en 

un sentido amplio, lo que con lleva a precisar 

que su intervención en el proceso penal tiene 

la garantía de ser activa en todas las etapas 

que componen el desarrollo de la actuación 

judicial para tener control a las garantías y 

derechos que le asisten como víctima. 

A lo que manifiesta Mosquera, Tello & 

Quintero (2011) “la víctima, más que un 

interviniente especial, ha sido tratada por 

nuestra jurisprudencia, como una parte más 

del proceso.” (p. 119) 

La audiencia de imputación es un 

acto de trámite que se reviste de vital 

importancia, ya que de ella emanan 

consecuencias sustanciales, procesales y 

jurídicas García & Tovar, establece que es el 

marco de contabilización de los términos de 

prescripción, de igual manera corre el término 

para que la Fiscalía presente el escrito de 

acusación, de igual forma corren los términos 

para la obtención de la libertad en la etapa de 

investigación. (2010, p. 20) 

Como se puede observar la audiencia 

de imputación como inicio de la actuación 

penal, es trascendental en el rito penal y en la 

efectiva intervención de la víctima para 

realizar un control sobre las consecuencias 

que se despenden de este importante pasaje 

judicial, sobre el particular la Corte 

Constitucional se pronunció al respeto y 

manifestó: 

Dado que en esta etapa de la actuación 

penal se pueden adoptar medidas de 

aseguramiento y se interrumpe la 

prescripción penal, la intervención de la 

víctima para controlar posibles omisiones 

o inacciones del fiscal resulta 

fundamental para la garantía de sus 

derechos. (Corte Constitucional de 

Colombia. Sentencia C – 209) 
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En efecto el control efectivo que 

realiza la victima hace referencia a la 

intervención o participación que realice la 

misma al evidenciar una posible omisión u 

omisiones o pasividad del fiscal frente al delito 

o delitos cometidos, o frente a la verdad de 

cómo ocurrieron los hechos punibles los 

cuales son susceptibles de agravantes o 

atenuantes y así garantizar de forma efectiva 

los derecho de las víctimas.  

Frente a este tema los teóricos 

(Agudo, Vallejo & Perrino 2015: 35) expresan, 

“hoy no se niega el papel activo de las 

víctimas en el proceso penal, habiendo 

mejorado extraordinariamente su situación 

jurídica, sin que ello signifique, en absoluto, 

merma alguna de los derechos y garantías del 

acusado.” Esta protección con respecto a los 

derechos y garantías del acusado hace 

referencia a la igualdad de armas en el 

desarrollo del proceso penal. 

Ampliando lo anterior de igual forma 

manifiestan que: 

Aunque tradicionalmente se ha venido 

entendiendo el proceso penal desde 

la perspectiva de defensa de los 

intereses de la sociedad y de las 

garantías del imputado, hoy 

investigado, en el que el Ministerio 

Fiscal suplantaba totalmente a la 

víctima, ejerciendo el ius puniendi en 

nombre del Estado y conforme al 

principio de legalidad, lo cierto es que 

hace tiempo que se ha venido 

reconociendo, tanto en la dogmática 

como en los diferentes textos 

legislativos, que la víctima y los 

perjudicados por el delito deben tener 

derechos  a una participación activa 

en el proceso penal, a fin de hacer 

efectivos en él sus intereses 

legítimos. (Agudo et al., 2015)  

La  participación de la víctima en la 

audiencia de imputación garantiza los 

derechos que tiene la victima frente a los 

hechos delictivos que afectaron su diario vivir, 

y de igual forma para poder controlar de 

manera efectiva las actuaciones del fiscal 

frente al tema y la relación clara de los hechos 

jurídicamente relevantes, como también de 

los posibles acuerdos que pueda llegar a 

realizarse entre fiscalía e imputado derechos 

que comportan una concepción amplia y no 

restringida exclusivamente a la reparación 

económica, incluyendo las garantías de los 

derechos a la verdad, a la justicia y a la 

reparación integral de los daños ocasionados 

con el actuar delictivo, garantía que como se 

observó anteriormente se desprende de la 

dignidad humana, a participar en las 

decisiones que afecten sus derechos y a 
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conseguir la protección efectiva de los 

mismos.   

Esta protección ampliada 

jurisprudencialmente comprende lo relativo al 

esclarecimiento de los hechos en busca de la 

verdad, como también a que la víctima sea 

escuchada en el momento de las 

negociaciones de condena o sobre las 

medidas de libertad condicional, situaciones 

que merecen el control efectivo de la víctima 

en defensa de sus derechos y evitar una 

mayor vulneración por los hechos punibles 

cometidos.  

La victima ya no es esa persona 

olvidada, relegada a la condición de 

objeto neutro, pasivo, anónimo, del 

suceso delictivo, que solo inspiraba 

compasión, como lo denunciaba 

García – Pablos en su Manual de 

Criminología, reivindicando este autor 

que se llevara a cabo una redefinición 

del rol de la víctima, tanto en el marco 

del derecho penal material y procesal 

como en el de otras disciplinas, pues 

un Estado que se define como social 

y democrático de Derecho “no puede 

seguir ignorando a la víctima inocente 

del delito”, sino reconocerla como una 

persona que ha sido lesionada en sus 

derechos y merece ser protegida (…) 

la victima debe ser tratada de manera 

respetuosa, sensible y profesional, sin 

discriminación alguna, amparándola 

“frente a la victimización secundaria y 

reiterada, así como frente a la 

intimidación y las represalias”, 

debiendo además “recibir apoyo 

adecuado para facilitar su 

recuperación y contar con un acceso 

suficiente a la justicia”. (Agudo et al., 

2015)    

Los derechos de las víctimas tienen 

una virtud compleja frente a su alcance y 

naturaleza, así las cosas, lo primero que cabe 

resalta es la amplitud de los derechos de las 

víctimas. “Los derechos de las víctimas y 

perjudicados por un hecho punible gozan de 

una concepción amplia, no restringida 

exclusivamente a una reparación económica” 

pronunciamiento de la Corte Constitucional de 

Colombia, en sentencia C-651 de 2011, esta 

amplitud incluye la garantía de los derechos a 

la verdad, la justicia y una reparación integral 

por los daños causados con ocasión al hecho 

punible, protección respaldada principalmente 

en la dignidad humana como origen, y de la 

cual se desprenden elementos como la 

participación que la complementan.       

Frente al respaldo de los derechos de 

las victimas la Corte Constitucional en 

sentencia C-651 manifiesta: “Esta protección 

está fundada en los derechos que ellas tienen 
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a ser tratadas con dignidad, a participar en las 

decisiones que las afecten y a obtener la 

tutela judicial efectiva del goce real de sus 

derechos.” esta protección ampliada se inclina 

por el interés del esclarecimiento de los 

hechos en busca de determinar la verdad de 

lo sucedido de igual forma busca que la 

víctima sea escuchada en la deliberación de 

los acuerdos con la fiscalía o sobre las 

medidas de libertad condicional, con lo que se 

busca que la víctima pueda ejercer un control 

de las diferentes actuaciones dentro del 

proceso penal y haga valer sus derechos.  

Otro punto que ataña la investigación 

es lo referente a la interdependencia y 

autonomía de los componentes de verdad, 

justicia y reparación, los derechos que le 

asisten a la víctima tienen relación de 

dependencia recíproca sin que ello sea óbice 

para garantizar su autonomía, el interés que 

le asiste a la víctima en un principio es la 

garantía de los tres bastiones mencionados, 

pero esto no interfiere para que la víctima 

opte por perseguir la consecución de uno solo 

de sus derechos a voluntad propia. 

Aun cuando tradicionalmente la 

garantía de estos tres derechos le interesa a 

la parte civil, es posible que en ciertos casos, 

ésta sólo esté interesada en el 

establecimiento de la verdad o el logro de la 

justicia, y deje de lado la obtención de una 

indemnización (Corte Constitucional de 

Colombia, en sentencia C-228) 

Se resalta que los derechos son 

inherentes a las víctimas por su condición de 

fundamentales, exaltado el respecto de la 

dignidad humana y garantizado su protección; 

por la condición de interviniente especial que 

adquiere la víctima, es llamado a velar por sus 

derechos a través de su participación, más 

aun en el inicio del trámite judicial y más 

específicamente en la audiencia de 

imputación, puesto que se evidencia tres 

momentos claves para que la víctima participe 

de forma directa si ve amenazados o 

vulnerados sus derechos por los intervinientes 

en esta audiencia. 

En primer lugar se encuentra la 

individualización del imputado, mediante la 

cual se obtienen los nombres y apellidos, 

datos de identificación y señales 

características para su plena identificación, 

posteriormente en la relación de los hechos 

que se presentan y finalmente en la eventual 

situación de un preacuerdo con la Fiscalía. 

La Fiscalía General de la Nación tiene 

la labor de realizar la verificación de 

identificación del imputado de manera 

correcta, para no incurrir en errores como por 

ejemplo la homonimia o la suplantación de 

identidad, con respecto a la individualización y 

plena identificación de los presuntos 
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infractores de la ley penal, la Corte hace la 

claridad y “establece como mecanismo de 

identificación el documento de identidad y, en 

caso de no presentarse, el registro de la 

tarjeta decadactilar, lo que se debe verificar 

con los documentos obtenidos de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil. 

(Corte Constitucional de Colombia, en 

sentencia T-653).    

Otra labor que le corresponde a la 

Fiscalía es la relación de los hechos 

jurídicamente relevantes, es el momento de la 

comunicación que le realiza al imputado para 

que este tenga “conocimiento de unos hechos 

que le permitirán diseñar su defensa con la 

asesoría de su defensor, que puede incluir 

allanarse a la imputación o celebrar 

preacuerdo con la fiscalía para obtener rebaja 

de pena”. (Corte Constitucional sentencia C – 

1260). 

Ahora con respecto a los preacuerdos 

que puede adelantar el imputado con la 

fiscalía, se establece que la intervención por 

parte de la víctima es indispensable para 

poder correlacionar el componente de 

reparación integral como la manifiesta Corte 

Constitucional de Colombia en sentencia C – 

516, “Es imposible activar de manera 

adecuada la solución del conflicto social que 

genera el delito, y propiciar una reparación 

integral de la víctima, si se ignora su punto de 

vista en la celebración de un preacuerdo o 

negociación”.  

De lo anteriormente analizado 

corresponde hacer el siguiente planteamiento: 

¿Por qué sería necesario el control efectivo 

por parte de la víctima para la protección de 

sus derechos en la audiencia de formulación 

de imputación? 

Es necesaria la intervención de la 

víctima en la audiencia de formulación de 

imputación, ya que esta audiencia se ponen 

en conocimiento la identificación del 

imputado, la relación de los hechos de cómo 

se cometió el ilícito y la posibilidad que hay de 

adelantar un preacuerdo entre el imputado y 

la fiscalía, y así la victima pueda ejercer un 

efectivo control con los derechos que le 

asisten a la verdad, a la justicia y a la 

reparación; como se evidencio en el trascurso 

de la presente investigación la calidad de 

interviniente especial que se le otorga a la 

víctima y la amplia concepción con respecto a 

sus derechos, dan fundamento al necesario 

control por parte de la víctima. 

Como primera medida se realiza la 

individualización y plena identificación del 

imputado o los imputados, con el fin de evitar 

incurrir en errores, labor que está en cabeza 

de la Fiscalía General de la Nación, el control 

que puede ejercer la víctima en este momento 

de la actuación penal es la verificación de la 
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identificación del presunto actor del hecho 

punible, pues como víctima en ciertos casos 

puede ayudar con información a la 

individualización y plena identificación del 

presunto victimario o estar atento a realizar 

correcciones de las omisiones que pueda 

tener el ente acusador. 

Ahora bien en la relación de los 

hechos, la victima puede establecer de mejor 

forma cualquier imprecisión  presentada por 

parte de la Fiscalía, circunstancias que 

pueden generar atenuantes o agravantes y 

que es de interés de la víctima para que no se 

vea afectada la actuación judicial con 

beneficios que no le corresponden al 

victimario, de igual forma sucede con los 

preacuerdos que puede adelantar la fiscalía 

con el presunto infractor de la ley penal y que 

la víctima puede hacer un efectivo control 

para defender su legítimo interés en que la 

sanción impuesta se la correspondiente e 

impedir que se dé un beneficio superior al que 

realmente se puede establecer. 

Conclusiones. 

 Es importante establecer que las 

garantías de las víctimas tienen protección 

por mandato constitucional y respaldo a 

través de los diferentes tratados 

internacionales sobre derechos humanos, 

firmados y ratificados por Colombia, los 

cuales  hacen parte integral de nuestro 

ordenamiento por intermedio del bloque de 

constitucionalidad, adicionalmente y  por vía 

jurisprudencial se ha desarrollado una 

concepción más amplia con respecto a la 

intervención de la víctima en el proceso penal, 

destacando su participación de forma activa 

en las diferentes audiencias y al unísono con 

los referentes jurisprudenciales se puede 

establecer la importancia de la intervención de 

la víctima en las diferentes etapas procesales 

como protección y garantía de sus derechos. 

Es así que la víctima como 

interviniente especial del proceso penal, en 

garantía y protección de sus derechos puede 

ejercer un control efectivo de los cargos 

formulados en la audiencia de imputación, ya 

que cuenta con la facultad legal para realizar 

manifestaciones u observaciones en contra de 

las actuaciones que vulneren los derechos 

que legalmente le asisten.   

En conclusión se puede determinar 

que el artículo 289 de la Ley 906 de 204, 

cuando prescinde de la participación legal de 

la víctima en la audiencia de formulación de 

imputación, va en contravía de la garantía de 

los derechos fundamentales que le asisten en 

su concepción amplia, determinando que es 

deber de las autoridades citar a la víctima a la 

audiencia de formulación de imputación, con 

el fin de desplegar con toda autonomía su 

calidad de interviniente especial y realizar un 
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control efectivo a las posibles situaciones que 

se presenten por parte de la Fiscalía ya sea 

por omisión o inacción, que vulneren los 

derechos que le asisten mediante 

manifestaciones u observaciones que 

considere pertinentes.
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